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RESPONSABILIDAD MÉDICA / LLAMAMIENTO EN GARANTÍA / TAMBIÉN PROCEDE FRENTE A QUIEN YA ES PARTE EN EL PROCESO / CONFIRMA / No se puede pasar por alto que, en los términos del artículo 4° del CPC (regla reiterada en el art. 11 del CGP), al interpretar la ley procesal el juez debe tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos sustanciales; así que, en tanto no se desconozcan reglas de orden público, nada se opone a considerar que, en aplicación de elementales reglas de celeridad, eficiencia, concentración, conexidad, se pueda llamar en garantía a quien ya está notificado como parte en el proceso, porque, se insiste en ello, son dos cosas diferentes las que se tienen que resolver al final; por un lado, la relación entre demandante y demandado; y por la otra, la que hay entre el llamante y el llamado, en caso de que aquel sea condenado.
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Expediente 66001-31-03-004-2015-00262-01
Resuelve esta Sala Unitaria el recurso de apelación que la codemandada Comfamiliar Risaralda interpuso contra el auto del 9 de septiembre de 2016, proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso verbal de responsabilidad civil propuesto por Gloria Inés Hincapié de Rodríguez y otros frente a la EPS SANITAS, Alejandro López Cardona y la impugnante. 
ANTECEDENTES

En el proceso, notificado el auto admisorio de la demanda a la EPS Sanitas, llamó en garantía  a la Caja de Compensación Familiar de Risaralda -Comfamiliar Risaralda-, que fue citada también como demandada. El Juzgado admitió ese llamamiento con auto del 9 de septiembre de 2016, contra el cual la entidad citada interpuso recursos de reposición y, en subsidio apelación, por cuanto, en los términos del artículo 57 del C. de P. Civil, la figura está diseñada para convocar a un tercero, ajeno al proceso, es decir, que no permite la vinculación de quienes ya son parte en el proceso. Para ello, se soporta en la sentencia C-667 de 2009. 

La funcionaria mantuvo lo resuelto, por cuanto las calidades en que ha de intervenir son diferentes y nada se contrapone a su participación como demandada y llamada en garantía, según lo ha señalado la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá. 

Surtido el trámite en esta sede, se procede a resolver, previas estas: 

  


 
CONSIDERACIONES

1. Como quiera que este asunto no ha hecho el tránsito que señala el artículo 625 del CGP, el llamamiento en garantía se surte bajo la égida del Código de Procedimiento Civil, con lo cual, como atinadamente lo observó el Juzgado en su momento, el auto que admitió el llamamiento en garantía era apelable, en los términos de los artículos 56 y 57 de este último estatuto. 

2. Corresponde a esta Sala unitaria, por tanto, resolver si en el presente proceso de responsabilidad civil extracontractual, el llamamiento en garantía que se le hace a la co-demandada COMFAMILIAR RISARALDA, es viable, como lo decidió la jueza de instancia, o si debe negarse por cuanto solo cabe frente a terceros, ajenos al proceso, según aduce la recurrente.
3. Con tal fin, se traerá a colación la normativa procesal aplicable al caso concreto; se hará alusión al llamamiento en garantía; y se adoptará la decisión que corresponda, que desde ya se anuncia confirmatoria, por las razones que a espacio se explicarán. 
4. El llamamiento en garantía ha sido una opción que, de antaño, les ha permitido a las partes, demandante o demandada, citar al proceso a quien, por una relación legal o contractual, se le pueda exigir la indemnización del perjuicio que la parte llegue a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tenga qué hacer como resultado de la sentencia, para que en el mismo proceso se resuelva esa relación sustancial. Así lo indica el artículo 57 del C. de P. Civil. 

Son requisitos, para dar trámite al llamamiento: (i) que la citación proceda respecto de un “tercero”, es decir, en principio, alguien ajeno al proceso hasta ese momento. Pero es en torno a este aspecto que gira la discusión, pues se concluirá que también es viable frente a quien ya es parte; ii) que con  esa persona exista una relación legal o contractual, producto de la cual deba salir al pago de una indemnización o al resarcimiento de la que quien lo cita debe cubrir: y (iii) que basta la presentación de un escrito (aunque con el nuevo estatuto procesal se debe formular una demanda) por parte del demandante o demandado, que indique el nombre del llamado, su domicilio, los hechos en que en se basa el llamamiento y el lugar de notificación, teniendo en cuenta que los mismos requisitos de la denuncia del pleito (art. 55), lo son para el llamamiento en garantía (artículo 57), aspectos que son los que se verifican al momento de resolver sobre la admisión de su intervención. 

Esta especial figura permite, como muchas otras del ordenamiento procesal, poner de relieve el factor de conexidad, pues es evidente que, propuesta, se puede llegar al final, en la sentencia, a resolver dos pleitos: el que existe entre demandante y demandado, y en caso de que este último sea condenado, el vínculo entre el llamante y el llamado. Se permite, entonces, que por virtud de la facultad que la ley ofrece al demandante o al demandado, que es el que, en general, hace uso de esa facultad, se formule una pretensión específica contra quien, sin necesidad de ser demandado, o aun siéndolo, llegue al proceso, producto del llamamiento, con el fin de que se dilucide la relación sustancial que pueda existir entre él y quien lo cita. Corresponde al juez, por tanto, determinar si la reclamación que se le hace para salir al cubrimiento de la indemnización que se le imponga al demandado en el proceso, es viable o no, de acuerdo con el derecho legal o contractual que se disputa. 

En punto al primer requisito, esto es, que se trate de un “tercero”, esta Sala unitaria, en particular, ha tenido un criterio que difiere de otros, que se cierran en que de acuerdo con esa mención, ninguno de quienes ya son parte en el proceso puede ser convocado como llamado en garantía. Precisamente, al aclarar voto en un asunto en el que ocurrió algo similar, se expuso: 

Con respeto por la mayoría, aclaro mi voto respecto de aquella mención que se hace en la página 16 del fallo, en el sentido de que era improcedente el llamamiento en garantía que Salud Total EPS SA le hizo a la Clínica Los Rosales SA, pues en virtud de la solidaridad legal entre ellas, ampliamente explicada en el aparte de los presupuestos sustanciales, solo podría considerarse el uso de esa figura en el caso de que la demandada hubiese sido únicamente una de ellas, lo que aquí no ocurrió, es decir, que no era necesario, porque la IPS ya estaba notificada y había contestado. 

Lo que se dijo en el acápite de presupuestos sustanciales es que las demandadas, EPS y Clínica, están legitimadas en la causa por pasiva y que deben responder solidariamente por los daños causados. Eso no se discute. Pero, esa sola circunstancia no puede llevar a la conclusión de que el llamamiento en garantía que hizo la EPS a la Clínica, sea improcedente, aun cuando ya apareciera como demandada, porque allí la relación sustancial es diversa. Dicho en otros términos, cuando hay de por medio un llamamiento en garantía, el juez debe resolver dos relaciones sustanciales: la del demandante frente al demandado, y la de este en relación con su llamado en garantía, que solo podría resultar implicado, en la medida en que al llamante se le imponga una condena. 

En vista de la solidaridad que se pregona, es claro que ambas entidades podían ser citadas como demandadas, como ocurrió; pero también lo es, para el suscrito, que la EPS, que tiene celebrado un contrato de prestación de servicios con la Clínica, pueda eventualmente discutir, frente a ella, no en relación con el demandante, que por haber incumplido los términos del contrato celebrado, debe compensarle lo que, a su vez, se le haya ordenado pagar a la víctima. Y para ello, pudo llamarla en garantía, según lo hizo y era menester un pronunciamiento concreto de parte de la Sala que revocó la sentencia e impuso las condenas respectivas. 

Pensar de otro modo sería tanto como señalar que una EPS no podría accionar contra una IPS, después de haber sido condenada en un proceso de responsabilidad civil, si le logra demostrar que la culpa fue suya y que en la falla del servicio nada tuvo que ver la entidad promotora. Una cosa es que esta deba responderle a la víctima, por cuanto, como se dijo en el fallo, la ley le impone la obligación de velar porque el servicio sea adecuado, y otra, que no pueda ejercer una acción contra quien realmente faltó a las reglas de la ley médica y con ello comprometió su responsabilidad. Una de las formas de hacerlo, es mediante el llamamiento en garantía. 

Ahora, que se pueda concluir que ambas entidades concurrieron a ocasionar el daño, solo se traduciría en que, entonces, las pretensiones del llamamiento en garantía fracasan, pero no en que esa figura sea improcedente, simplemente porque el llamado ya está notificado como demandado. Aunque el CPC no preveía explícitamente la situación, nada se oponía a que ello ocurriera, tal cual lo establece hoy el CGP en el parágrafo del artículo 66, que algunos han dado en concluir que contiene, creo que equivocadamente, la denominada demanda de coparte
.
  
En complemento, en auto del 5 de mayo de 2017, dictado en el radicado 66001-31-03-004-2015-00299-01, se dejaron esbozadas las exigencias del llamamiento a la luz del CPC, y aunque no se hizo una específica distinción sobre la posibilidad de que recayera en una de las partes, sí se trajo a colación lo que sobre el particular dijo la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que explicó sobre esa figura
, en un asunto regido por el Código de Procedimiento Civil, que: 

  


El llamamiento en garantía puede surgir, según el artículo 57 del Código de Procedimiento Civil, en el evento de que “[q]uien tenga derecho legal o contractual de exigir a un tercero la indemnización del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, [pidiendo] la citación de aquél, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación (…)”.

  

Permite convocar en principio a una persona diferente a las partes inicialmente trabadas en la relación procesal (demandante y demandado), con fundamento en una relación sustancial (por ministerio de la ley) o por virtud de una relación contractual, existente entre el llamante y el llamado para que éste, responda de acuerdo a ese vínculo jurídico, de modo que el demandado llamante se libre de los eventuales efectos adversos que pueda acarrearle el litigio. Por tanto, es la relación material la que justifica trasladar los efectos adversos de la sentencia de una parte participante en la disputa al ahora citado, razón por la cual se acerca procesalmente a la denuncia del pleito. Por supuesto, se le llama, por múltiples razones, entre ellas, por economía procesal y ante todo, para darle la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, en la pretensión de reembolso o “revérsica” que le formula la parte convocante. Pero también puede surtirse, llamando a la coparte, como en éste caso. (negrillas nuestras).
  

Y más adelante, en la misma providencia, señaló: 
  

Una es la relación entre la víctima y el asegurado, en este caso, y otra muy diferente entre la víctima y la aseguradora, porque son distintos los títulos en uno y en otro evento.

Esta Corporación sobre aquella forma de vinculación al litigio expuso: 

“(…) es un instrumento procesal por el cual se provoca la comparecencia forzosa de un tercero a un proceso en curso, intervención que tiene su germen en la citación que le formula una de las partes en dicha contienda, con fundamento en la relación de garantía de naturaleza personal entre ellos existente, que le confiere el derecho de exigirle que corra con las consecuencias perjudiciales que deba soportar en el evento de resultar vencida en el juicio, de ahí que lo llame a afrontar la pretensión de regreso que introduce para que sea considerada in eventum, es decir, en el caso de perder el pleito.  En otras palabras, lo trae al proceso para que se resuelva sobre la obligación legal o contractual que tiene de reembolsarle o indemnizarle las pérdidas económicas que experimente en el caso de un sentenciamiento adverso. 

  


“Con el llamamiento en garantía, tiene dicho la Corte, se suscita un ‘evento de acoplamiento o reunión de una causa litigiosa principal con otra de garantía que le es colateral, dando lugar a una modalidad acumulativa cuyos alcances  precisa el art. 57 del C. de P.C.’ (…), que conjuga dos relaciones materiales distintas. Por un lado, la que une al demandante con el demandado, y por el otro, la que liga al demandado con el llamado: ‘la del demandante contra el demandado, en procura de que este  sea condenado de acuerdo con las pretensiones de la demanda contra él dirigida; y la del demandado contra el llamado en garantía a fin de que éste lo indemnice o le reembolse el monto de la condena que sufriere’ (…)”
.
 

Más recientemente adoctrinó en relación con el mismo instituto: 

 


«Por supuesto, el llamamiento que la demandada efectúa a un tercero para que responda por ella ante una eventual condena, no puede asimilarse o equipararse a una acción directa de la víctima, muy a pesar de su vinculación al proceso, pues, itérase, el nexo que determinó su inserción a la litis no provino de la actora (afectada por el siniestro). Contrariamente, significativas diferencias entre esas hipótesis ponen de presente que el llamamiento en garantía dista de establecer una relación equiparable al ejercicio de la acción directa; por ejemplo, a manera meramente explicativa, la llamada en garantía una vez sea vinculada al proceso, no goza de traslado de la demanda y sus anexos, situación natural, pues su vinculación derivó del nexo, legal o contractual, para con el llamante; la relación subyacente que en este caso vincula a los demandantes con la demandada es de índole extracontractual, mientras que la que liga a la llamada en garantía con el convocante es estrictamente contractual; el funcionario judicial al momento de definir la instancia debe resolver el nexo existente entre el llamado y el llamante, más no entre aquel y el actor. En fin, no existe entre la demandante y la llamada en garantía una relación procesal de características similares a la establecida entre aquella y la demandada»
.
  



Es decir, que la alta Corporación, yendo más allá de la simple exégesis, ya anticipaba la posibilidad de que en el proceso civil se diera, por vía del llamamiento en garantía, la denominada para la doctrina demanda de coparte, que fue consagrada, según el sentir general, ahora en el CGP en el artículo 64 y ratificada en el parágrafo del artículo 66 del nuevo estatuto. 

  



No se puede pasar por alto que, en los términos del artículo 4° del CPC (regla reiterada en el art. 11 del CGP), al interpretar la ley procesal el juez debe tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos sustanciales; así que, en tanto no se desconozcan reglas de orden público, nada se opone a considerar que, en aplicación de elementales reglas de celeridad, eficiencia, concentración, conexidad, se pueda llamar en garantía a quien ya está notificado como parte en el proceso, porque, se insiste en ello, son dos cosas diferentes las que se tienen que resolver al final; por un lado, la relación entre demandante y demandado; y por la otra, la que hay entre el llamante y el llamado, en caso de que aquel sea condenado. 

  



Algún sector de la doctrina
, incluso, venía sosteniendo que:

Si se analiza literal y superficialmente la normatividad se puede caer en la errada convicción de que al comprador, en el ejemplo planteado, no le queda camino distinto de encarar el pleito a la espera de su resultado; y, de serle adverso éste (sic), formular demanda por separado en contra del vendedor para exigirle el saneamiento, por cuanto las disposiciones que regulan la denuncia del pleito y el llamamiento en garantía, única figuras procesales dotadas de la finalidad aquí buscada, parecen circunscribir su ámbito de aplicación a los casos en que la persona que ha de ser llamada a responder no es sujeto de la pretensión planteada en la demanda y, por consiguiente, no está aún vinculada al proceso como parte, lo que excluye la posibilidad de aplicar idéntica solución respecto de quien sí tiene la condición de parte. 

Semejante interpretación de corte restrictivo luce errada por constituir un claro desconocimiento de las reglas de hermenéutica acogidas por nuestro ordenamiento, en especial la contenida en el artículo 5° del CPC, que reproduce con palabras diferentes la del artículo 8° de la Ley 153 de 1887. Efectivamente, dada la imposibilidad de prever todo tipo de situaciones que la realidad puede plantear, el legislador dispuso de unos mecanismos que permiten encontrar solución jurídica a todas las situaciones problemáticas, mecanismos entre los cuales se destaca la aplicación analógica de las normas a casos no previstos expresamente pero semejantes a otros sí regulados. 

El caso que se planteó es justamente uno de esos no regulados expresamente por el ordenamiento, pero observada su materialidad resulta extraordinariamente semejante a las situaciones que dan lugar a la denuncia del pleito y el llamamiento en garantía, lo que al tenor de las disposiciones aludidas impone la aplicación analógica de las normas que rigen estas figuras. La misma finalidad que justifica la denuncia del pleito o el llamamiento en garantía en los casos en que el denunciado está fuera del proceso, explica la conveniencia de permitir que se haga cuando el denunciado o llamado ya esté vinculado como parte. 

Si por economía procesal se permite formular una demanda accesoria contra un sujeto que no está en el proceso, para que sea resuelta en la misma sentencia en que lo es la demanda principal, no obstante la demora que generalmente implica la citación del denunciado o llamado, con mayor razón se debe dar curso a la demanda formulada por un litisconsorte en contra de otro que, por serlo, ya está vinculado al proceso y, por ende, no comporta la demora anunciada. 

Negar el trámite de la demanda de la coparte no solo representa una clara inobservancia de las disposiciones a que se ha hecho referencia y del principio de economía procesal, sino, además, el desconocimiento del carácter instrumental del derecho procesal y de la finalidad del procedimiento, conforme al precepto del artículo 4° del CPC.     





Estas las razones por las cuales, se mantiene el criterio, al margen, además, de lo que se señaló en la sentencia C-667 de 2009, en la que se apoyó la recurrente que, como se puede leer, fue inhibitoria, es decir, que se abstuvo de analizar de fondo la cuestión por los defectos en la formulación de la demanda; sin embargo, se limitó allí la Corte a decir que el legislador tiene facultades para regular quiénes pueden intervenir en un proceso, pero nunca planteó que el artículo 57 no fuera susceptible de interpretación, para ver en él, en conjunto con otras normas, la posibilidad de citar a una parte como llamada en garantía. 

  



No sobra decir que a pesar de que este proceso se viene surtiendo con las reglas del CPC, pronto, esto es, cuando se señale fecha para la audiencia, después del decreto de pruebas, hará tránsito al nuevo estatuto procesal, con lo cual, estando previsto en este la figura que literalmente echa de menos la recurrente, menos justificación tendría que se revocara el auto protestado. Por el contrario, será confirmado, sin que haya lugar a condenar en costas en esta sede, porque no aparecen causadas (art. 392-9 CPC). 
  



DECISIÓN

En armonía con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA el auto del 9 de septiembre de 2016, proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso verbal de responsabilidad civil propuesto por Gloria Inés Hincapié de Rodríguez y otros frente a la EPS SANITAS, Alejandro López Cardona y Comfamiliar Risaralda. 

  



Sin costas. 
Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado

�  Aclaración de voto en el proceso Ordinario, radicado al número 66001-31-03-005-2012-00308-01, del 30 de mayo de 2017. 
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